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COMENTARIOS AL PROYECTO DE CONVENCION INTERAMERICANA SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS MAYORES

A solicitud de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la OEA (CAJP), la Secretaría de Asuntos Jurídicos realiza a continuación los siguientes comentarios sobre el Proyecto de Convención Interamericana sobre los Derechos Humanos de las Personas Mayores, 

A. MECANISMO PROPUESTO PARA EL SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN

A la luz del documento “Avances realizados por el Grupo de Trabajo en el Proceso de Negociación Formal del Proyecto de Convención Interamericana sobre los Derechos Humanos de las Personas Mayores realizado entre septiembre y mayo de 2013” (CAJP/GT/DHPM-37/12 add. 17),  se propone como instancia de monitoreo de la Convención un mecanismo similar al que existe para el Protocolo de San Salvador. 
Para referencia del Grupo de Trabajo sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, se han revisado varios mecanismos de seguimiento de Convenciones especializadas a fin de comparar las dinámicas existentes y analizar qué elementos característicos de cada una pudieran extrapolarse al mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana sobre los Derechos de las Personas Mayores. 
Los mecanismos consultados son los siguientes:

· Grupo de trabajo para el análisis de los informes nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador
· Comité de seguimiento de la Convención De Naciones Unidas sobre los Derechos de las  Personas con Discapacidad

· Comité de seguimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (CEDDIS)

· Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción

1. Conformación del mecanismo de seguimiento

Un rasgo predominante entre los sistemas consultados es el establecimiento de dos instancias paralelas:

a. El Comité de expertos  que es la instancia responsable del análisis técnico de los informes nacionales sobre la implementación de la Convención. Para la Convención de Naciones Unidas los expertos del Comité son independientes en el sentido de que no ocuparán durante el ejercicio de sus funciones como miembros del Comité ningún cargo gubernamental. 
En el caso del Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador se distingue entre el experto gubernamental (se eligen a 3) y el experto independiente (se elige uno), considerándose como independiente al experto que al momento de ser elegido no ocupa  una función en el gobierno o en algún otro poder del Estado y además integrante de alguna organización de sociedad civil.
b. La Conferencia de los Estados Parte que es el foro de las autoridades nacionales en la materia  responsables de  impulsar e implementar en el país las políticas que coadyuven a la implementación de la Convención  (por ejemplo, en el mecanismo de seguimiento de las Convenciones sobre discapacidad, la Conferencia de Estados Parte la conforman mayormente los Presidentes de los Consejos Nacionales sobre Personas con Discapacidad, CONADIS). La Conferencia de Estados Parte puede abarcar las siguientes funciones: Dar seguimiento a las actividades desarrolladas por el Comité de Expertos y formularle recomendaciones para optimizar sus labores; considerar los aspectos necesarios para asegurar el financiamiento del mecanismo teniendo en cuenta los informes de la Secretaría y realizar propuestas para contribuciones; recibir del comité de expertos las recomendaciones emitidas a la luz de la evaluación de los informes nacionales de cumplimiento de la Convención, entre otras.

Con respecto al mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, CEDDIS, la conformación del Comité es híbrida en el sentido de que sus expertos son en su mayoría autoridades gubernamentales y no sucede como en los otros mecanismos referidos en donde el Comité y los Estados Parte sostienen reuniones por separado. 

2. Establecimiento de un Comité

Tradicionalmente los grupos de trabajo son constituidos para una asignación puntual y temporal, por ello sería recomendable analizar la posibilidad de fijar la creación de un “Comité” antes que “Grupo de Trabajo” no sólo por una cuestión de visibilidad y relevamiento de la instancia técnica sino también para ser congruente con la estructura que se le ha dado comúnmente a otras instancias de seguimiento como las referidas. 

3. Criterios de elegibilidad de los expertos

Dos requisitos comunes que son considerados como indispensables para la selección de expertos (cuando estos se han descrito en la Convención o Reglamento del Comité) son la alta integridad moral junto con el conocimiento sólido y reconocida trayectoria en los temas específicos que aborda la Convención. En el caso del Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador se añade además la condición de ser académico. Es menester distinguir asimismo de los criterios indispensables, aquellos que son recomendables, como el de equitativa distribución geográfica y de género, y el hecho de que el experto haya sido preseleccionado en consulta con la sociedad civil.
4. Número de expertos

Tanto el Comité de expertos del MESICIC como el CEDDIS lo componen integrantes de todos los Estados Parte. En cambio, el Comité de expertos de Naciones Unidas y el Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador lo componen un número reducido de miembros. El Grupo de Trabajo del Protocolo de San salvador lo componen 5 expertos. El Comité de expertos Naciones Unidas por su parte se inició con 12 integrantes cuando la Convención entró en vigor con veinte ratificaciones, pero el artículo 34 estableció que al obtener sesenta ratificaciones adicionales el Comité aumentaría hasta un máximo de 18 miembros. En la actualidad el Comité de expertos de Naciones Unidas tiene 18 miembros, número que representa un poco mas del 10% con respecto al número de los países que han ratificado la Convención (133 países).

5. Entidad que selecciona a los expertos

En los mecanismos referidos los Estados Parte de la Convención escogen a sus  expertos. Aquí se distinguen dos situaciones aunque en todo caso la designación sigue siendo hecha por  los Estados Parte: 
a. En el caso particular del Comité de Naciones Unidas, la selección se hace en el marco de la Conferencia de Estados Parte de la Convención en la que cada Estado está representado por sus autoridades nacionales en la materia que son quienes votan.  

b. En el caso de las Convenciones OEA sobre discapacidad y corrupción, los Estados Partes también designan a sus representantes pero conforme a los procedimientos que ellos definan. Tras efectuarse el nombramiento este se comunica mediante nota que dirige la Misión Permanente del Estado Parte ante la OEA a la Secretaría General.  

6. Duración del mandato

En la propuesta actual de Proyecto de Convención Interamericana sobre los Derechos de las Personas Mayores convendría incluir la duración del nombramiento del experto. En el caso de CEDDIS por ejemplo el nombramiento es por cuatro años y en el Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador es de 3. Esta perdurabilidad es necesaria pues de otro modo las tareas del Comité se estancarían  si frecuentemente se renuevan los nombramientos, siendo que a los nuevos  integrantes  les ocuparía cierto tiempo familiarizarse con los procesos en curso.

7. Expertos de otras organizaciones 

Respecto a la idoneidad de incluir como miembro fijo del Comité a un representante de otro organismo internacional como CEPAL u OPS, debe ponderarse el hecho de que la participación de esta persona, al no ser a título personal sino como representante de organismo, estará forzosamente condicionada al ejercicio de un determinado cargo dentro de la institución que representa o a su permanencia dentro de la misma.  

Valdría la pena en todo caso analizar lo dispuesto en el artículo 38 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad a fin de involucrar a expertos de otros organismos especializados pero  como instancias de consulta y cooperación técnica a las que se invite a las reuniones del Grupo de Trabajo y/o a las Conferencias de los Estados Parte, y de la que se reciban aportes cuando así lo requiera el Grupo de trabajo/Comité.

Artículo 38

Relación del Comité con otros órganos

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de estimular la cooperación internacional en el ámbito que abarca:

a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que entren dentro de su mandato. El Comité podrá invitar también a los organismos especializados y a otros órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención en los ámbitos que entren dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados y a otros órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las esferas que entren dentro de su ámbito de actividades;

b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con otros órganos pertinentes instituidos en virtud de tratados internacionales de derechos humanos, con miras a garantizar la coherencia de sus respectivas directrices de presentación de informes, sugerencias y recomendaciones generales y a evitar la duplicación y la superposición de tareas en el ejercicio de sus funciones.
	RECOMENDACIÓN SOBRE EL MECANISMO DE SEGUIMIENTO

Si al definir el mecanismo de monitoreo de la Convención sobre personas mayores se buscase replicar los elementos más comunes de otras instancias de monitoreo, ello arrojaría  en consecuencia lo siguiente:

a. Constituir dos instancias para el monitoreo que interactúan coordinadamente: el Comité de Expertos y la Conferencia de Estados Parte. Esta es la modalidad predominante.

b. De acogerse lo anterior, siendo que existirían dos instancias de monitoreo, una de las cuales ya sería la Conferencia de Estados Parte, el Comité de Expertos podría componerse entonces de un número reducido de personas (como es el caso del Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador que lo componen 5 expertos) habida cuenta de que ya en la Conferencia de Estados Parte participarían todos los Estados. La conformación de un Comité pequeño de expertos comprende dos grandes ventajas: (i) por un lado se facilitan las coordinaciones al momento de efectuar revisiones técnicas a documentos o realizar el seguimiento de cualquier iniciativa, tomando en cuenta que en buena parte de tiempo el Comité debe trabajar a distancia, y (ii) por otro lado,  un grupo reducido de expertos aminora considerablemente los costos de funcionamiento del Comité, especialmente aquellos derivados de la celebración de  reuniones.

c. Ciertamente el Comité podría ser mixto en el sentido de incluir expertos tanto gubernamentales (como sucede en CEDDIS y en el Protocolo de San Salvador) como independientes (como sucede en Naciones Unidas), no obstante, sería recomendable constituir un grupo de expertos independientes como en el caso del Comité de Naciones Unidas  por las siguientes razones: (i) primeramente para evitar cualquier tipo de conflicto de interés en el proceso de evaluación de los informes nacionales, (ii) para evitar el riesgo de revocaciones de nombramientos sobrevenidas que suceden comúnmente si el experto gubernamental deja de ocupar el cargo público por el cual fue designado, lo cual genera a la postre interrupciones en la continuidad de las tareas y (iii) para obtener una mayor receptividad de las organizaciones de la sociedad civil que, por ejemplo en el caso de discapacidad, han manifestado reiteradamente su preferencia para que la instancia de evaluación de la Convención Interamericana CIADDIS sea conformada por expertos independientes.

d.  En cualquier caso, sean independientes o gubernamentales los expertos,  los criterios para su selección debiesen ser invariable: (i) alta integridad moral (ii) sólidos conocimientos en los temas que aborda la Convención y (iii) reconocida experiencia en la materia. Adicionalmente se pueden incluir los criterios recomendables relacionados con género, distribución geográfica y apoyo de la sociedad civil.

e. La participación de especialistas de otros organismos internacionales o especializados quedaría abierta conforme lo requiera el Comité de Expertos o la Conferencia de Estados Parte, pero no sería en calidad de miembros del Comité.



B. CONSENTIMIENTO PREVIO E INFORMADO

Según el artículo 32  del Proyecto de Convención, los Estados Parte reconocerán la personalidad jurídica de las personas mayores, así como su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con los demás.  

Siendo que la capacidad jurídica significa la aptitud de toda persona de disfrutar y ejercitar sus derechos con independencia de cualquier circunstancia física, psíquica o sensorial o relacionada con la vejez, ello significa en consecuencia que toda referencia a la necesidad de consentimiento previo e informado en la tramitación de cualquier asunto que afecte la autonomía, integridad, dignidad, patrimonio y bienestar o cualquier otro derecho humano o libertad fundamental de la persona mayor resulta, ciertamente, redundante, toda vez que este tipo de prerrogativas viene inmersa dentro del derecho al reconocimiento y ejercicio de la capacidad jurídica amplia.

Ahora bien, con respecto a la sugerencia  del Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos de MERCOSUR (IPPDH) en su memorándum  de observaciones al Proyecto de Convención (http://scm.oas.org/doc_public/SPANISH/HIST_13/CP31403S04.doc) de  ajustar la definición del consentimiento previo e informado de modo que se limite a circunstancias de intervenciones médicas,  se ha revisado a modo de referencia en qué medida se aplica este requerimiento dentro de otro sector en situación de vulnerabilidad que son las personas con discapacidad.

Si bien el artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece la obligación para los Estados de  proporcionar a las personas con discapacidad métodos de apoyo que puedan necesitar para ejercer su capacidad jurídica, así como salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos, lo cierto es que no se describe de manera precisa cómo deben ser tales mecanismos de apoyo, por lo cual cada Estado será autónomo en diseñar estos modelos acorde a su andamiaje normativo e institucional. 

Uno de los métodos de apoyo que ha sido hasta ahora mayormente aplicado es el de “El Asistente del Derecho Alemán”. Conforme a este método la persona mayor de edad que necesite apoyo de su persona o de sus bienes a causa de una disminución de sus facultades podrá solicitar a la autoridad judicial el nombramiento de un asistente, debiendo la autoridad judicial respetar la voluntad de la misma en cuanto a la persona a nombrar o la exclusión por ésta de alguna otra. En el ámbito patrimonial el asistente intervendrá de forma conjunta con la persona protegida en los actos jurídicos establecidos, pudiendo también otorgársele a petición del protegido funciones de administración del patrimonio. Esta es la única figura de apoyo entre las consultadas que hace referencia expresa al consentimiento informado, encontrándose que si bien el alcance de la asistencia se recogerá en la resolución judicial que la implante, no obstante,  la prestación del consentimiento informado será siempre necesaria para tratamientos médicos. De ello se desprende en consecuencia, a la luz de una breve referencia a los métodos tradicionales de apoyo implementados para el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, que el consentimiento previo e informado, tal y como asertivamente ha señalado el IPPDH, se circunscribe al ámbito de las intervenciones médicas.

	RECOMENDACIÓN SOBRE EL CONSENTIMIENTO PREVIO

Se coincide con la redacción propuesta por el IPPDH para el artículo 2 del Proyecto de Convención y eliminar en consecuencia referencias al consentimiento para otros asuntos que queden cubiertos con el ejercicio de la capacidad jurídica.

Artículo 2

Consentimiento previo e informado: Decisión voluntaria, libre y expresa de la persona mayor en relación a cualquier decisión, tratamiento, o intervención médica que afecte su integridad, dignidad o bienestar, luego de recibir información adecuada, disponible sobre bases no discriminatorias, de forma accesible y presentada de manera comprensible de acuerdo a su identidad cultural, y sus necesidades de comunicación, incluyendo la gama de opciones existentes, sus riesgos y beneficios, así como la libertad de revocar dicha decisión, sin que esto entrañe desventaja o perjuicio alguno.

Ahora bien, respecto del artículo 10 del Proyecto de Convención referido al ejercicio de este derecho, se observa que el IPPDH ha considerado redundante su último párrafo que reza lo siguiente:

Los Estados Partes establecerán un proceso a través del cual la persona mayor pueda manifestar de manera expresa su voluntad y preferencias respecto de las intervenciones en materia de atención de la salud, incluyendo al final de su vida, dentro de los límites de la ley, de la ética médica y del derecho internacional de los derechos humanos. Esta voluntad podrá ser expresada, modificada o ampliada en cualquier momento por la persona mayor, a través de instrumentos jurídicamente vinculantes, entre otros.
En los términos en los que estaba redactado dicho párrafo ciertamente, conforme lo indica el IPPDH, resultaba redundante pues a la luz del artículo 5.c del Proyecto de Convención (referido a las medidas de legislativas, administrativas, presupuestarias  y de todo tipo que los Estados deben adoptar para lograr la efectividad de todos los derechos enunciados en la Convención) ya se encuentra inmersa la obligación del Estado de definir los procesos para que la persona mayor manifieste su consentimiento previo. Se entiende sin embargo, luego de consultar la evolución que ha tenido el texto de los artículos, que la razón por la que se propuso incluir dicho párrafo originalmente fue el permitir la posibilidad de que el consentimiento previo pudiese ser manifestado incluso con antelación al acontecimiento o circunstancia que motivara su prestación (véase al respecto el documento   CAJP/GT/DHPM-37/12 add. 9 rev. 1, de fecha  4 de abril de 2013.

La propuesta de incluir la modalidad de manifestar el consentimiento por anticipado se considera acertada toda vez que con ello se abarca  el supuesto en que la persona mayor, por razón de alguna discapacidad mental adquirida o una pérdida sobrevenida de sus facultades  a raíz de cualquier acontecimiento inesperado que afecte su integridad física, pueda no encontrarse  en condiciones de prestar su consentimiento previo en el momento en que requiera atención médica inmediata y, en dicho caso, la posibilidad de que el consentimiento ya haya sido manifestado puede significar una salida para que su voluntad sea debidamente respetada en un momento en el que está impedido de manifestarla. 

Se propone en consecuencia el siguiente cambio a la redacción propuesta por el IPPDH (resaltados en negrita):

Artículo 10

Derecho a prestar consentimiento previo e informado

La persona mayor tiene derecho a manifestar su consentimiento previo e informado en los términos de este artículo, el cual es irrenunciable. La negación de este derecho constituye una forma de vulneración de los derechos humanos de la persona mayor.

La persona mayor tiene derecho a aceptar, negarse a recibir o interrumpir voluntariamente tratamientos, incluidos los de la medicina tradicional, alternativa y complementaria, experimentos médicos o científicos, ya sean de carácter físico o psíquico, y a recibir información clara y oportuna sobre las posibles consecuencias y los riesgos de dicha decisión. 
Los Estados Partes se comprometen a instituir y aplicar salvaguardias para garantizar que la persona mayor ejerza el consentimiento previo e informado para cualquier decisión, tratamiento, o intervención médica que afecte su integridad, dignidad o bienestar, y a elaborar y aplicar mecanismos adecuados y eficaces para impedir los abusos y fortalecer la capacidad de la persona mayor de comprender plenamente los alcances de su decisión y hacer uso de la información sobre sus derechos.

Las instituciones públicas o privadas no podrán administrar ningún tratamiento médico o quirúrgico sin el consentimiento previo e informado de la persona mayor.

Los Estados Partes establecerán un proceso a través del cual la persona mayor pueda manifestar de manera expresa su voluntad anticipada y preferencias respecto de las intervenciones en materia de atención de la salud, incluyendo al final de su vida, dentro de los límites de la ley, de la ética médica y del derecho internacional de los derechos humanos. Esta voluntad podrá ser expresada, modificada o ampliada en cualquier momento por la persona mayor, a través de instrumentos jurídicamente vinculantes, entre otros. 
 


C. CORRESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y LA FAMILIA

Entre los principios Generales del artículo 3 del Proyecto de Convención algunos Estados proponen la utilización del término “Corresponsabilidad” del Estado, de las familias y/o de la sociedad  hacia  las personas mayores para la protección de sus derechos y/o su participación e integración activa, productiva, plena y efectiva dentro de la sociedad (esto último con variaciones), existiendo propuestas alternativas que sólo incluyen el término “responsabilidad”.

El IPPDH ha indicado que  “El texto de la Convención debe dejar en claro que la responsabilidad por la satisfacción de los derechos de las personas mayores está primordialmente en cabeza del Estado…Una formulación que incluyera al Estado y a la familia en pie de igualdad podría dar lugar a confusión respecto de la responsabilidad en el plano internacional que cabría a la familia (…)” El IPPDH sugiere por lo tanto la redacción “Responsabilidad del Estado y participación de la familia en la integración activa, plena y productiva de la persona mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y atención”. 

	RECOMENDACIÓN SOBRE LA CORRESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y LA FAMILIA

Se comparte el criterio del IPPDH de limitar la referencia al término responsabilidad para los Estados para evitar erróneas interpretaciones con respecto a la responsabilidad internacional de aquellos resultante de los compromisos adquiridos a la luz de convenciones internacionales. Se sugeriría no obstante reformular el literal de modo de incluir principios generales que implícitamente ya  cubran la inclusión de la persona mayor en todos los ámbitos de la sociedad, así por ejemplo: “Responsabilidad del Estado y participación de la familia en la inclusión plena y efectiva de la persona mayor en todos los ámbitos de la sociedad, así como en el respeto de su dignidad inherente y autonomía”.




D. ACCESIBILIDAD Y DISEÑO UNIVERSAL

En esta materia se coincide con el reporte del IPPDH en que en el Proyecto de Convención no hay referencias expresas a la accesibilidad  o al diseño universal (DU). 

Tomando en cuenta que la discapacidad puede adquirirse como una consecuencia natural del proceso de envejecimiento, es importante hacer mención a la necesidad de contar con espacios accesibles que faciliten la integración plena de las persona mayor, previendo que gran parte de esta población puede llegar a adquirir una discapacidad auditiva, visual, o una reducción en su movilidad. En virtud de ello, una referencia al diseño universal se hace necesaria ya que con ello se adopta el nuevo paradigma conforme al cual se reconoce que el ambiente es el que discapacita y aísla a la persona y no su condición en sí y que, por lo tanto, el diseño de los espacios debe integrar a toda la diversidad de grupos que interactúan en la sociedad.

Para referencia del Grupo de Trabajo se coloca  a continuación un extracto del artículo “Discapacidad y movilidad: Interacción de dos políticas públicas en fomento del desarrollo sostenible” publicado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) en 2011, en el que se desglosan los principios y funciones del DU.

PRINCIPIOS Y FUNCIONES DEL DU

	Principio
	Función



	De uso equitativo
	El diseño apela a poblaciones diversas y ofrece una manera de participar que es intercambiable y no estigmatizable.

	De uso flexible
	El diseño provee diversas formas de hacer las cosas. La adaptabilidad del diseño es lo que hace a los modelos ser usados de manera universal. 

	De uso fácil e intuitivo
	El diseño es fácil de entender, más allá de la experiencia, conocimiento, idioma, habilidades, o niveles de concentración del usuario.

	Información perceptible
	El diseño provee diversas formas de comunicar mensajes más allá de las condiciones ambientales y habilidades sensoriales del usuario.

	Tolerancia al error
	El diseño disminuye riesgos y consecuencias adversas en caso de accidente o consecuencias no deliberadas.

	Demanda bajo esfuerzo físico
	El diseño puede ser utilizado eficiente y cómodamente con un mínimo de fatiga. 

	Tamaño y espacio para uso y aproximación


	El diseño se hace en referencia a la variedad de los tamaños de los cuerpos y rangos de movilidad


	RECOMENDACIÓN SOBRE LA ACCESIBILIDAD 

Se concuerda con el IPPDH en la necesidad de incluir una referencia al diseño universal en el Proyecto de Convención a fin de garantizar la accesibilidad de las personas mayores.  

A tal efecto, se sugiere incorporar un nuevo artículo sobre accesibilidad, retomando para ello el artículo 9 de la Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las Personas con discapacidad, el cual por demás se corresponde con las acciones consensuadas por los Estados Miembros de la OEA cuando adoptaron el Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) en la Resolución AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07).
Por último, al añadir un nuevo artículo sobre accesibilidad, se sugiere subsecuentemente agregar un literal sobre la accesibilidad de la persona mayor en el artículo 3 referido a los principios generales. 



E. AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD PARA EL INGRESO, PERMANENCIA Y EGRESO DE LAS PERSONAS MAYORES A LOS SERVICIOS DE CUIDADO A LARGO PLAZO. 

Con relación a este punto se mantiene el mismo criterio expresado en la sección B de este estudio sobre el consentimiento previo, en el sentido de considerar que toda referencia al derecho de elegir libremente el ingreso, permanencia o egreso de la persona mayor a los servicios de cuidado a largo plazo, ya está sobreentendido dentro del derecho al ejercicio a la capacidad jurídica contenido en el artículo 32 del Proyecto de Convención. También es implícito el hecho de que si la persona mayor no pudiere tomar la decisión correspondiente, se acudirá a un mecanismo de apoyo y que para dichos casos se establecerán salvaguardias para prevenir abusos. 

	RECOMENDACIÓN RESPECTO A LA VOLUNTAD PARA EL INGRESO, PERMANENCIA Y EGRESO DE LAS PERSONAS MAYORES A SERVICIOS DE CUIDADO DE LARGO PLAZO

1. Complementar el artículo 32 sobre capacidad jurídica de modo que dentro de él se enfatice la prerrogativa de la persona mayor de decidir libremente sobre el ingreso, permanencia y egreso de cuidados de largo plazo, así como se hace con otros derechos. Este nuevo ajuste puede aplicarse al último párrafo del artículo 32 según sigue (en negrita):

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de la persona mayor, en igualdad de condiciones con las demás, a decidir libremente sobre su ingreso, permanencia y egreso a servicios de cuidado de largo plazo,  a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las persona mayor no sea privadas de sus bienes de manera arbitraria.
2. Regular el asunto en un artículo separado, esto es, en el artículo nuevo titulado “Derechos de la persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo” aprobado el 16 de abril de 2013, en los términos en que ha sido propuesto, pero añadiendo un literal adicional (el “c”)  que establezca la siguiente salvaguardia:

a.
La persona mayor, su representante legal o defensor, tendrá derecho a participar y a ser oído en todas las fases del proceso judicial o administrativo relativo a su ingreso, permanencia o egreso de un servicio de cuidado a largo plazo (ya aprobado).  
b. La persona mayor, su representante legal o defensor, podrá [solicitar y/o] presentar en cualquier instancia, un dictamen independiente sobre su salud física y mental; y cualesquiera otros informes y pruebas orales, escritas y de otra índole que sean pertinentes, con respecto al proceso de ingreso, permanencia o egreso de un servicio de cuidado a largo plazo. (Acordado el 19 de abril de 2013, en consulta el término entre corchetes, BOL: en consulta del párrafo completo)
c. (literal nuevo) La permanencia de la persona mayor en un servicio de cuidado a largo plazo que derive de una resolución judicial, se revisará a intervalos razonables a través del procedimiento establecidos en la Ley.



F. GARANTÍAS JUDICIALES

Con relación a las garantías judiciales tuteladas en el artículo 33 cabe considerar el siguiente párrafo:

Los Estados Partes se comprometen a: 

a.  Asegurar que la persona mayor tenga acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esa persona como participante directo e indirecto, en todos los procedimientos judiciales o administrativos. 


Se entiende que hablar de “ajustes de procedimiento” resulta muy genérico y que dicha mención no incluye necesariamente “el máximo de la diligencia debida y plazos razonables en la tramitación de cualquier causa administrativa o judicial” como exige la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8,  consecuentemente se sugiere complementar el artículo 33 haciendo énfasis en la necesidad de celeridad procesal en las causas relacionadas con los derechos de la persona mayor. 
	RECOMENDACIÓN SOBRE LAS GARANTÍAS JUDICIALES

Un excelente referente para complementar el artículo 33 del Proyecto de Convención puede ser las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, cuya Regla 38 reza lo siguiente:
(38) Agilidad y prioridad 

 Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte de los órganos del sistema de justicia.
Asimismo si bien se comprende lo indicado por el IPPDH sobre la idoneidad de incorporar en el proyecto de Convención una garantía que posibilite la participación de las ONGs o defensores públicos para iniciar acciones en defensa de los derechos individuales o colectivos de las personas mayores, se considera apropiado que esta garantía sea redactada en línea con lo dispuesto en la Regla 89 de las Reglas de Brasilia, por lo que se propone alternativamente otro  párrafo: 

IPPDH

Párrafo alternativo

Los Estados Partes regularán la capacidad legal de entidades públicas y de organizaciones sociales para iniciar acciones fundadas en derechos individuales o colectivos de las personas mayores
.

Los Estados Partes regularán la capacidad legal de entidades públicas para iniciar acciones fundadas en derechos individuales o colectivos de las personas mayores
, y considerarán asimismo el alcance de la participación de las organizaciones de la sociedad civil en estos procesos.




G. DERECHO A LA INDEPENDENCIA Y LA AUTONOMÍA

Sobre el particular se concuerda con el análisis del IPPDH que se refiere a la necesidad de complementar el artículo sobre independencia y autonomía  (artículo nuevo que sigue al 7) con el artículo 19 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad referido al derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, el cual regula el derecho a elegir dónde y con quién vivir, así como el deber de los Estados de proveer servicios comunitarios especializados para evitar su aislamiento.  La idoneidad de referirse a este artículo es que su mandato guarda estrecha relación con el objetivo del artículo 1 del Proyecto de Convención sobre la plena inclusión, integración y participación de la persona mayor en la sociedad. 
H. DEBERES GENERALES DE LOS ESTADOS PARTES

Respecto de la redacción del literal d del artículo 5 que se refiere a la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, que aún no ha logrado consenso se sugiere adoptar la formulación de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad que reza:
Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando sea necesario, en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de manera progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional.
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